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Cuernavaca, Morelos; a veintidós de noviembre de dos mil

veintitrés.

VISTOS, para resolver en definitiva los autos del juicio

administrativo número TJA/zasltL5/2O23 promovido por

  , en contra de 

 , AGENTE vrAL PrE TTERRA,

ADSCRITO A LA DIRECCIóN DE POLICÍA VIAL DE LA

SECRETARIA DE PROTECCIóN Y AUXILIO CIUDADANO

DEL MUNTCTPTO DE CUERNAVACA, MORELOS.

RESULTANDO:--

1. Mediante escrito presentado el treinta de mayo de dos mil

veintitrés, ante la Oficialía de Partes Común de este Tribunal,

compareció  
promoviendo demanda de nulidad en contra de la autoridad

  , AGENTE VrAL prE TTERRA,

ADSCRITO A LA DIRECCIóN DE POLICÍA VIAL DE LA

SECRETARIA DE PROTECCIóN Y AUXILIO CIUDADANO

DEL MUNICIPIO DE CUERNAVACA, MORELOS, señaló como

acto impugnado y narró como hechos de su demanda, los que

expresó en el capítulo correspondiente, mismos que en obvio de

repeticiones aquí se tienen por íntegramente reproducidos,

como si a la letra se insertasen; expresó las razones por las que

impugna el acto; ofreció sus pruebas y concluyó con sus puntos

petitorios.

2, Por auto de fecha primero de junio de dos mil veintitrés,

se admitió a trámite la demanda ordenándose formar y registrar

en el libro de Gobierno correspondiente. se tuvo como autoridad
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demandada a la señalada en su escrito de demanda, con las

copias simples se ordenó emplazar a la misma, para que dentro

del término de diez días dieran contestación a la demanda, con

el apercibimiento de que, en caso de no hacerlo, se les tendría

por precluido su derecho y por contestados en sentido afirmativo

los hechos de la misma. Se le tuvieron por anunciadas las

pruebas ofrecidas.

3. Practicados que fueron los emplazamientos de ley,

mediante auto de fecha veintitrés de junio de dos mil veintitrés,

se tuvo a la autoridad demandada   
, AGENTE VIAL PIE TIERRA, ADSCRITO A LA

DIRECCIóN DE POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE

PROTECCIóN Y AUXILIO CIUDADANO DEL MUNICIPIO DE

CUERNAVACA, MORELOS, dando contestación en tiempo y

forma a la entablada en su contra, se ordenó dar vista a la parte

actora.

4. El cuatro de septiembre dos mil veintitrés, se tuvo por

precluido el derecho de la parte actora para contestar la vista

concedida en autos. Asimismo, toda vez que la parte actora no

amplió su demanda, y considerando el estado procesal, se

ordenó abrir juicio a prueba, concediéndole a las partes un

término común de cinco días para que ofrezcan las pruebas que

a su derecho corresponde.

5. El veintidós de septiembre de dos mil veintitrés, se tuvo

por perdido el derecho de las partes para ofrecer pruebas, en

consecuencia, se señaló fecha para el desahogo de la Audiencia

de Ley correspondiente.
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6. El veintitrés de octubre de dos mil veintitrés, a las once

horas se desahogó la audiencia de pruebas y alegatos, citando

a las partes para oír sentencia, la que ahora se emite al tenor

de los siguientes:

CONSIDERANDOS--

I.- Este Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, es competente para conocer y resolver el presente

asunto de conformidad con lo dispuesto por el artículo 109 bis

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de

Morelos; L, 3, 7, 84,86, 89 y demás relativos y aplicables de la

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos vigente; 1,

16, 18, inciso B), fracción II, inciso a) de la Ley Orgánica del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

- - - II.- En términos de lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley

de Justicia Administrativa en vigor, se procede a hacer la fijación

clara y precisa de los puntos controvertidos en el presente juicio.

Así tenemos que la parte actora reclama como actos

impugnados los siguientes:

"...La emisión de la boleta de infracción número 

de fecha 25 de mayo del 2023, emitida por emitida por

el agente de tránsito C.

adscrito a la Dirección de Policía Vial, de la Secretaria

de Protección y Auxilio Ciudadano de Cuernavaca, así
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como la conjunta multa respecto del vehículo de mi
propiedad con placas de circulación 

El ilegal procedimiento administrativo llevado a cabo

por las demandas para imponerme la multa descrita

en el punto anterior,.. (sic.)'.

Por lo que, atendiendo a la integridad de la demanda, la causa

de pedir, y los documentos que obran en autos, se tendrá como

acto impugnado el consistente en la infracción con número de

folio , de fecha 25 de mayo de 20231, emitida por

  o, AGENTE VrAL prE TTERRA,

ADSCRITO A LA DIRECCIóN DE POLICÍA VIAL DE LA

SECRETARIA DE PROTECCIóN V AUXILIO CIUDADANO

DEL MUNTCIPIO DE CUERNAVACA, MORELOS 2.

- - - III.- Con fundamento en los artículos 37 y 38 de la Ley de

Justicia Administratíva del Estado de Morelos, este Tribunal

analizará de oficio las causales de improcedencia del presente

juicio, por ser una cuestión de orden público y por ende de

estudio preferente; sin que por el hecho de que esta autoridad

admitiera la demanda se vea obligada a analizar el fondo del

asunto, si de autos se desprende que existen causales de

improcedencia que se actualicen.

Se aplica por orientación al presente juicio de nulidad:

l Exhibida en copia simple por la parte actora, visible a foja 08-A del expediente en el

que se actúa.

2 Denominación con la que se ostento la autoridad demandada al momento de dar contestación a

la demanda del presente juicio.
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IMPROCEDENCTA DEL JUTCTO CONTENCTOSO

ADMINTSTRATTVO, SU EXAMEN OFICTOSO POR EL

TRTBUNAL FEDERAL DE JUSTTCIA FTSCAL Y

ADMrNrsrRATrvA No rMpLrcA euE Ésre DEBA

VERIFTCAR LA ACTUALTZACTO¡T DE CADA UNA DE

LAS CAUSALES RELATIVAS ST NO LAS ADVTRNO V

LAS PARTES NO LAS INVOCARON.3

Conforme al artículo 202, último párrafo, del Código

Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre

de 2005, las causales de improcedencia deben analizarse

aun de oficio, lo que debe entenderse en el sentido que

se estudiarán tanto las que hagan valer las partes como

las que advierta el tribunal que conozca del asunto

durante el juicio, lo que traerá como consecuencia el

sobreseimiento, de conformidad con el artículo 203,

fracción II, del mismo ordenamiento y vigencia, ambas

porciones normativas de contenido idéntico al texto

vigente de los artículos Bo., último párrafo y 9o., fracción

II, respectivamente, de la Ley Federal de Procedimiento

Contencioso Administrativo. Por tanto, la improcedencia

del juicio contencioso administrativo pueden hacerla

valer las partes, en cualquier tiempo, hasta antes del

dictado de la sentencia, por ser una cuestión de orden

público, cuyo estudio es preferente; pero este derecho de

las partes es también una carga procesal si es que se

pretende vincular al tribunal del conocimiento a examinar

determinada deficiencia o circunstancia que pueda

actualizar el sobreseimiento, En ese contexto, las

causales de improcedencia que se invoquen y las que

advierta el tribunal deben estudiarse, pero sln llegar al

extremo de imponerle la carga de verificar, en cada

3 Época: Novena Época Registro: 761674Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

TipodeTesis: Jurisprudencia Fuente:SemanarioJudicialdelaFederaciónysuGaceta

Tomo XXXIV, Julio de 2011

Materia(s): Administrativa Tesis: L4o.A. J/100 Página: 1810
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asuntq si se actualiza o no alguna de las previstas en el

artículo 202 del código en mención, en virtud de que no

existe disposición alguna QUê, en forma precisa, lo

ordene. Así las cosast si existe una causal de

improcedencia que las partes pretendan se declare,

deben asumir la carga procesal de invocarla para vincular

al tribunal y, sólo entonces, tendrán el derecho de exigir

el pron u ncia miento respectivo.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA

AD M IN ISTRATIVA D EL PRTM ER CIRCUITO,

Revisión fiscal 210/2006. Director General de Asuntos

Jurídicos de la Procuraduría General de la República. 6 de

septiembre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente:

Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Antonio

Villaseñor Pérez.

Revisión fiscal 634/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora lurídica del

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado. 31 de marzo de 2011.

IJnanimidad de votos. Ponente: lesús Antonio Nazar

Sevitla. Secretaria : Ángela Alvarado Morales.

Revisión fiscal 608/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora lurídica del

Instituto de Seguridad y Senticios Sociales de los

Trabajadores del Estado y otra' 7 de abril de 2011.

lJnanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar

Sevilla. Secretario : Ernesto González González'

Revisión fiscal 662/2010. Subdirectora de lo Contencioso,

en suplencia por ausencia de la Directora Jurídica del

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los

Trabajadores del Estado. 28 de abril de 2011.

Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar

Sevitla. Secretaria : Ángela Alvarado Morales.
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Revisión fiscal 83/2017. Directora Jurídica del Instituto

de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del

Estado. 6 de mayo de 2011. Unanimidad de votos.

Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario:

losé Pablo Sáyago Vargas.

Es importante destacar que el Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, conforme al artículo 109 Bis de la

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, y

el artículo 3 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, está dotado de plena jurisdicción, es un órgano de

control de la legalidad con potestad de anulación y está dotado

de autonomía e imperio suficiente para hacer cumplir sus

determinaciones.

Tiene facultades para asumir jurisdicción al conocer del juicio de

nulidad interpuesto por la parte actora y estudiar las causales

de improcedencia que se advierten de autos.

Ahora bien, el artículo 1o de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, precisa, entre otras cuestiones, que

en este País, todas las personas gozarán de los derechos

humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte así como

de las garantías para su protección; que las normas relativas a

los derechos humanos se interpretarán de conformidad con

dicha Constitución y con todos los tratados internacionales de la

materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas con la
protección más amplia, y que todas las autoridades, en el ámbito

de sus competencias, tienen la obligación de promover,

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.
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Los artículos L7 constitucional y B. Numeral 1 (garantías

judiciales) y 25, numeral 1 (protección judicial) de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, QU€ reconocen el derecho

de las personas a que se les administre justicia, el acceso a ésta

área y a contar con un recurso sencillo y rápido, o efectivo, de

ninguna manera pueden ser interpretados en el sentido de que

las causales de improcedencia del juicio de nulidad sean

inaplicables, ni que el sobreseimiento en é1, por sí, viola esos

derechos.

Por el contrario, como el derecho de acceso a Ia justicia está

condicionado o limitado a los plazos y términos que fijen las

leyes, es claro que en ellas también pueden establecerse las

condiciones necesarias o presupuestos procesales para que los

tribunales estén en posibilidades de entrar al fondo del asunto

planteado, y decidir sobre la cuestión debatida.

Las causales de improcedencia establecidas en la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, tienen una existencia

justificada, en la medida en que, atendiendo al objeto del juicio,

a la oportunidad en que puede promoverse, o bien, a los

principios que lo regulan, reconocen la imposibilidad de

examinar el fondO del asunto, lo que no lesiona el derecho a la

administración de justicia, ni el de contar con un recurso sencillo

y rápido, o cualquíer otro medio de defensa efectivo; pues la

obligación de garantizar ese "recurso efectivg" no implica

soslayar la existencia y aplicación de los requisitos prgcesales

que rigen al medio de defensa respectivo.
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Ilustra lo anterior la tesis que a continuación se transcribe y se

aplica por analogía al presente juicio de nulidad:

PRTNCIPTO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO, EL

GOBERNADO NO ESTÁ EXTMIDO DE RESPETAR LOS

REQUTSTTOS DE PROCEDENCTA PREVTSTOS EN LAS

LEYES PARA TNTERPONER UN MEDTO DE DEFENSA4, S¡

bien Ia reforma al artículo 7o. de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, de 70 de junio de 2077,

implicó la modificación del sistema jurídico mexicano para

incorporar el denominado principio pro persona, el cual

consiste en brindar la protección más amplia al gobernado,

así como los tratados internacionales en materia de

derechos humanos, entre ellos el derecho a un recurso

efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, ello no significa que

en cualquier caso el órgano jurisdiccional deba resolver el

fondo del asunto, sin que importe Ia verificación de los

requisitos de procedencia previstos en las leyes nacionales

para Ia interposición de cualquier medio de defensa, ya que

las formalidades procesales son Ia vía que hace posible

arribar a una adecuada resolución, por lo que tales

aspectos, por sí mismos, son insuficientes para declarar

procedente lo improcedente. Amparo directo en revisión

3103/2012. Centro Mexicano para Ia Defensa del Medio

Ambiente, A.C. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos.

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario:

Alejandro Castañón Ramírez.

PRINCTPTO DE TNTERPRETACTON MÁS FAVORABLE A

LA PERSONA. SU CUMPLTMTENTO NO TMPLTCA QUE

LOS óRGA TOs JURTSDTCCTONALES NACTONALES, AL

EJERCER SU FUNCnóN, DEJEN DE OBSERVAR ¿OS

a Época: Décima Época, Registro: 2005717 , Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis
Jurisprudencia
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DMRSOS PRINCIPIOS y RESTRTCCIONES QUE
PREVÉ LA NORMA FUNDAMENTAL. Si bien Ia reforma aI

artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario

Oficial de Ia Federación el 10 de junio de 2011, implicó el

cambio en el sistema jurídico mexicano en relación con los

tratados de derechos humanos, así cemo con Ia

interpretación más favorable a la persona al orden

constitucional -principio pro persona o pro homine-, ello no

implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de

ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en

la forma en que venían desempeñándolas antes de la citada

reforma, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los

instrumentos internacionales existe una protección más

benéfica para Ia persona respecto de la institución jurídica

analizada, ésta se aplique, sin que tal circunstancia

signifique que, al ejercer tal función jurisdíccional, dejen de

observarse los diversos principios constitucionales y legales

-legalidad, igualdad, seguridad jurídica, debido proceso/

acceso efectivo a la justicia, cosa juzgada-, o las

restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de

hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los

destinatarios de tal función. Amparo directo en revisión

1131/2012. Anastacio Zaragoza Roias Y otros. 5 de

septiembre de 2012. tJnanimidad de cuatro votos de los

Ministros Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio

Salvador Aguirre Anguiano. Ausente: Sergio A. Valls

Hernández. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano.

Secretario: Juan losé Ruiz Carreón' Amparo directo en

revisión 2597/2013. Jorge Martín Santana. 9 de octubre de

2013. IJnanimidad de cuatro votos de los Ministros Luis

María Aguitar Morales, Alberto Pérez Dayán, Margarita

Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández. Ausente:

José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto

Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona'

Amparo directo en revisión 3538/2013' Arturo Tomás

González Páez. 21 de noviembre de 2013' Cinco votos de

los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez
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Dayán, losé Fernando Franco González Salas, Margarita

Beatriz Luna Ramos y Sergio A. Valls Hernández. Ponente:

Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina

Gaona. Amparo directo en revisión 4054/2013. Bruno

Violante Durán. 26 de febrero de 2014. Cinco votos de \os

Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán,

José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz

Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: losé

Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac

Rangel Agüeros. Amparo directo en revisión 32/2014.

Crisvisa La Viga, S.A. de C.V. 26 de febrero de 2014. Cinco

votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto

Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas,

Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales.

Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez

Rodríguez. Iesrs de jurisprudencia 56/2014 (10a.).

Aprobada 'por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en

sesión privada del treinta de abril de dos mil catorce.

S¡ bien la reforma al artículo 1o de la Constitución Federal,

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de

20II, implicó el cambio en el s¡stema jurídico mexicano en

relación con los tratados de derechos humanos, así como con la

interpretación más favorable a la persona al orden constitucional

principio pro persona o pro homine - ello, no implica que los

órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus

atribuciones y facultades de ímpartir justicia en la forma en que

venían desempeñándolas antes de la citada reforma, sino que

dicho cambio solo conlleva a que si en los instrumentos

internacionales existe una protección más benéfica para la

persona respecto de la institución jurídica analizada, esta se

aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal

función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos

principios constitucionales y legales legalidad, igualdad,
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seguridad jurídica, debido proceso, acceso efectivo a la justicia,

cosa juzgada o las restricciones que prevé la norma

fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de

incertidumbre en los destinatarios de tal función, por lo que el

estudio y actual¡zación de las causales de improcedencia como

requisitos técnicos para el análisis de una controversia, no afecta

la garantía de acceso a la justicia.

SOBRESETMTENTO EN LOS JUTCTOS. EL DERTVADO

DE LA ACTUALTZACION DE LAS CA'ISALES DE

IMPROCEDENCTA NO ENTRAÑA. PER SE, EL

DESCONOCTMTENTO AL DERECHO DE TODO

GOBERNADO A UN RECURSO EFECTTVO, EN

rÉnuwOs DE LA CONVENCTON AMERTCANA SOBRE

DERECHOS HUMANOS. El sobreseimiento en los juicios,

por la actualización de las causales de improcedencia, no

entraña, per se, el desconocimiento al derecho de todo

gobernado a un recurso efectivo frente a la actuación del

poder púbtico, en términos de los artículos 8, numeral 7

(garantías judiciales) y 25, numeral 1 (protección

judicial), de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos, ya que esa obligación del Estado se satisface

previendo un medio de defensa a través del cual el

afectado pueda plantear con toda amplitud su defensa;

requÌsito que se cumple cuando éste tiene la oportunidad

de promoven por eiemplo, amparo contra un acto que

estime lesivo de su esfera de derecho, pero se acredita

la inutilidad det iuicio por consentimiento tácito del acto

reclamadol pues la obligación de garantizar ese "recurso

efectivo" no implica soslayar la existencia y aplicación de

Ios requisitos procesales que rigen al medio de defensa

respectivo. Incluso, la existencia y aplicación de causales

de admisibitidad de un recurso resulta compatible con la

propia Convención, dado que su efectividad implica que,

potencialmente, cuando se cumplan los requisitos del



\û/ T}A
TRÌBUNAL DE JUSIICIA ADMINISTRANVA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJAIzasl lts / 2023

13

caso, el órgano jurisdiccional evalúe sus méritos.

SÉPTTNO TRIBUNAL CzLEGIADI EN MATERIA

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO, AmpaTo

directo 675/2013. Traka de México, S.A. de C.V. 18 de

diciembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente:

Francisco García Sandoval. Secretario: Christian Omar

González Segovia. Tesis de Jurisprudencia aprobada por

la Segunda Sala del Alto Tribunal, en sesión privada del

treinta de abril del dos mil catorce. Número

2as/J.56/2014.

DERECHOS HUMANOS, LA REFORMA

CONSTTTUCTONAL EN ESA MATERTA NO PERMTTE

CoNSTDERAR QUE LAS CAUSALES DE

TMPROCEDENCTA DEL JUTCTO DE AMPARO SEAN

INAPLICABLES Y, POR ELLO, SE LESIONE EL

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. Mediante

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación fue

reformado, además de otros, el artículo 7o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con

el fin de precisar, entre otras cuestioneq que en este País

todas las personas gozarán de los derechos humanos

reconocidos en la Constitución y en los tratados

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte,

así como de las garantías para su protección; que las

normas relativas a los derechos humanos se

interpretarán de conformidad con dicha Constitución y

con los tratados internacionales de la materia,

favoreciendo en todo tiempo a las personas con la
protección más amplia, y que todas las autoridades, en

el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de

promoveL respetar, proteger y garantizar los derechos

humanos. Ahora bien, los artículos 77 constitucional y 25,

numeral 7, de la Convención Americana sobre Derechos
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Humanos, que reconocen el derecho de las personas a

que se les administre justicia, el acceso a ésta y a contar

con un recurso sencillo y rápido, o efectivo, de ninguna

manera pueden ser lnterpretados en el sentido de que las

causales de improcedencia del juicio de amparo sean

inaplicables, ni que el sobreseimiento en é1, por sí, víola

esos derechos. Por el contrario, como el derecho de

acceso a la justicia está condicionado o limitado a los

plazos y términos que fijen las leyes, es claro que en ellas

también pueden establecerse las condiciones necesarias

o presupuesfos procesales para que los tribunales estén

en posibilidad de entrar al fondo del asunto planteado, y

decidir sobre la cuestión debatida. Por tanto, Ias causales

de improcedencia establecidas en la Ley de Amparo

tienen una existencia justificada, en la medida en que,

atendiendo al objeto del juicio, a la oportunidad en que

puede promoverse, o bien, a los principios que lo regulan,

reconocen la imposibilidad de examinar el fondo del

asunto, lo que no lesiona el derecho a la administración

de justicia, ni el de contar con un recLtrso sencíllo y

rápido, o cualquier otro medio de defensa efectivo.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL

CENTRO AUXILIAR DE LA TER.CERA REGION, CON

RESIDENCIA EN GUADALAIARA, JALISCO. Amparo en

revisión 40/2013 (cuaderno auxiliar 234/2013). Daniel

Andrade Gómez. 25 de abril de 2013, Unanimidad de

votos. Ponente: Juan Manuel Rochín Guevara,

Secretaria: Cinttati Verónica Burgos Flores. Época:

Décima, Registro: 2006083, Instancia: Tribunales

Cotegiados de Circuito. Época Décima, Registro:

2004217. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito'

Porque si bien, de conformidad con los artículos 1, 3 y 13 de la

Ley de Justicia Administrat¡va del Estado de Morelos, que

establecen textual mente :
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ARTfiCULO 7. En el Estado de Morelos, toda persona tiene

derecho a controvertir los actos, omisiones, resoluciones

o cualquier otra actuación de carácter administrativo o

fiscal emanados de dependencias del Poder Ejecutivo del

Estado, de los Ayuntamientos o de sus organismos

descentralizados, que afecten su derechos e intereses

legítimos conforme a lo dispuesto por la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del

Estado, los Tratados Internacionales y por esta Ley.

Artículo 3. El Tribunal de Justicia Administrativa cuenta

con las facultades, competencia y organización que

establece la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, la particular del Estado, la Ley Orgánica del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos,

esta Ley y la normativa aplicable; forma parte activa del

Sistema Estatal Antícorrupción y está dotado de plena

jurisdicción, autonomía e imperio suficiente para hacer

cu mplir sus determinaciones.

Artículo 73, Sólo podrán intervenir en juicio quienes

tengan un interés jurídico o legítimo que funde su

pretensión. Tienen interés jurídico, los titulares de un

derecho subjetivo público; e ínterés legítimo quien alegue

que el acto reclamado viola sus derechos y con ello se

produce una afectación real y actual a su esfera jurídica,

ya sea de manera directa o en virtud de su especial

situación frente al orden jurídico,
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Disposiciones de las que se desprende la competencia de este

Tribunal para conocer de las impugnaciones que los particulares

realicen en contra de actos, omisiones, resoluciones o cualquier

otra actuación de carácter administrativo o fiscal emanados de

dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, de los

Ayuntamientos o de sus organismos descentralizados, que

afecten sus derechos e intereses.

Asimismo, conforme a lo dispuesto en el artículo 109 bis de la

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se

otorga también el interés legítimo para controvertir la existencia

conflicto de intereses considerando las situaciones en las que el

juicio del servidor público en relación a su interés primario y la
integridad de sus acciones en el empleo, cargo o comisión pueda

ser influenciado por un interés personal, familiar o de negocios

que tíende a afectar el desempeño imparcial u objetivo de su

función en cualquier forma; y la compatibilidad de dos o más

empleos o comisiones de los servidores públicos del Estado

deberá de atenderse conforme a la naturaleza y la eficiencia del

empleo, cargo o comisión, las restricciones constitucionales, y la

pertinencia en función de los horarios a desempeñar el servicio

público frente a otro empleo.

De los artículos 37 fracción III, en relación con los artículos 1,

03, 13 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, se desprende como requisito de procedencia del juicio

de nulidad, que el accionante acredite el perjuicio o afectación

que de manera personal y actual sufra en su esfera iurídica, ya

sea de manera directa o en virtud de su especial situación

frente al orden jurídico, lo cual es exigido con el objeto de

justificar plenamente la facultad de la actora, para acudir ante

este Tribunal a demandar la tutela del derecho que afirma se
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encuentra afectado, lo que se traduce en un presupuesto o

condición esenc¡al indispensable para su procedencia, porque

implica que quien promueva el juicio de nulidad, debe resentir

un perjuicio o menoscabo en su esfera jurídica, por la emisión

del acto impugnado.

Porque un acto de autoridad puede engendrar una situación

jurídica concreta, en beneficio o perjuicio de una o varias

personas, en relación con la formación, modificación o extinción,

de una relación de derecho; por tanto, cuando afecta a uno o

varios individuos en su persona o patrimonio, creando,

modificando o extinguiendo en su perjuicio una situación jurídica

concreta, el juicio de nulidad es procedente; y por el contrario,

cuando no afecta o causa perjuicio a la esfera jurídica del

particular, el juicio de nulidad es improcedente, porque la

demanda únicamente puede promoverse por la parte a quien se

le produzca una afectación real y actual en su esfera jurídica, ya

sea de manera directa o por su especial situación frente al orden

jurídico; en términos de lo dispuesto por el artículo 13 de la Ley

de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

Cuando la parte actora controvierta un acto de autoridad
por considerar que éste transgrede en su perjuicio algún

derecho, debe acreditar la existencia del perjuicio; de

suerte gu€, de no ser asi, se actualiza la causal de

improcedencia prevista en la fracción XVI del artículo 37

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de

Morelos, en relación con el mencionado artículo 13 de la Ley de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos.
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En el caso/ la parte actora no acreditó su interés legítimo ni
jurídico para instar el juicio de nulidad que se resuelve.

Pues como se advierte de autos la parte actora exhibió a su

demanda los siguientes documentales:

1.- Copía simple de una credencial para votar con

clave de elector , a nombre

de   , expedida

por el Instituto Federal Electoral.

2.-Original del acta de infracción de tránsito

número 0 de fecha 25 mayo de 2023, al

vehículo marca  con número de placa o
permíso   , expedida

por   , AGENTE

VIAL PIE TIER,RA, ADSCRITO A LA DIRECCIóN

DE POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE

PROTECCTóru Y AUXILIO CIUDADANO DEL

MUNTCTPTO DE CUERNAVACA, MORELOS,

misma que considera el actor es ilegal por las

razones que da en su escrito inicial de la demanda.

Anexos que por cuanto al indicado en el numeral 1 relativa a la

copia simple de la credencial para votar ya descritas,

únicamente generan simple presunción de la existencia, sin que

haya lugar a otorgarles valor probatorio en términos de lo
dispuesto por los artículos 94 y 96 de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos.
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A lo anterior sirve de apoyo la tesis jurisprudencial siguiente:

COPIAS FOTOSTATTCAS SIMPLES. VALOR PROBATORTO DE

LAS MISMAS.De conformidad con lo dispuesto en el artículo

217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de

aplicación supletoria en materia de amparol el valor

probatorio de las copias fotostáticas simples queda al

prudente arbitrio del juzgador. Por Io tanto en ejercicio de

dicho arbitrio cabe considerar que las copias de esa

naturaleza, que se presentan en el juicio de amparo,

carecen por sí mismas, de valor probatorio pleno y sólo

generan simple presunción de la existencia de los

documentos que reproducen pero sin que sean bastantes,

cuando no se encuentran adminiculados con otros

elementos probatorios distintos, para justificar el hecho que

se pretende demostrar. La anterior apreciación se sustenta

en la circunstancia de que como las copias fotostáticas son

simples reproducciones fotográficas de documentos que la

parte interesada en su obtención coloca en la máquina

respectiva, existe la posibilidad, dada la naturaleza de la

reproducción y los avances de Ia ciencia, que no

corresponda a un documento realmente existente, sino a

uno prefabricado QUê, para efecto de su fotocopiado,

permita reflejar la existencia, irreal, del documento que se

pretend e hacer a parecer.s

s Época: Octava Época
Registro: 207434
Instancia: Tercera Sala

Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
Tomo III, Primera Parte, Enero-Junio de 1989

Materia(s): Común
Tesis:3a. 18

Pâgina:379
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Lo anterior resulta así, al no encontrase las documentales

exhibidas en copias simples, adminiculadas con otras pruebas

de las que se pueda acreditar que quien promueve cuenta con

el interés jurídico y legitimo para promover el presente juicio.

Y por cuanto a la documental consistente en el acta de infracción

de tránsito con número de folio , solo se acredita que

el día 25 de mayo det 2023,    ,

AGENTE VIAL PIE TIERRA, ADSCRITO A LA DIRECCIóN OE

POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE PROTECCIóN Y

AUXILTO CIUDADANO DEL MUNICIPTO DE CUERNAVACA,

MORELOS, expido la citada acta de infracción, alvehículo marca

 con número de placa o permiso   del Estado de

, por el acto de estacionarse en lugar prohibido con

guarnición roja. Documental que se tiene por auténtica y

Amparo en revisión 1955/88. Comercialización Integral de Manufacturas, S. A. 2l de noviembre
de 1988. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac
Gregor Poisot.

Octava Epoca, Tomo II, Primera Parte,píryina209.

Amparo en revisión 2162188. Sapasa, S. A.21 de noviembre de 1988. Cinco votos. Ponente
Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Octava Epoca, Tomo II, Primera parfe,pâgina209.

Amparo en revisión 2105188. Daytona Motos, S.A. de C.V . 4 de enero de 1989. Unanimidad de
cuatro votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot.

Amparo en revisión 2262188. Aero Despachos lturbide, S.A. 1o. de febrero de 1989. Unanimidad
de cuatro votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Filiberto Méndez Gutiérrez.

Amparo en revisión 1541/88. Celso Pérez Sandi Pintado. l0 de febrero de 1989. Unanimidad de

cuatro votos. Ponente: José Manuel Villagordoa Lozano. Secretario: Agustín Urdapilleta.

Texto de la tesis aprobado por la Tercera Sala, en sesión de trece de febrero de mil novecientos
ochenta y nueve, por cinco votos de los señores ministros: Presidente Sergio Hugo Chapital
Gutiérrez, Mariano Azuela Güitrón, Salvador Rocha Díaz, José Manuel Villagordoa Lozano e

Ignacio Magaña Cárdenas.

6 Exhibida en copia simple por la parte actora, visible a foja 0B-A del expediente en el

que se actúa.
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adquiere valor probatorio pleno, en términos de lo dispuesto por

los artículos 437,490 y 491 del Código Procesal Civil para el

Estado Libre y Soberano de Morelos, de aplicación

complementaria al juicio de nulidad, y no así que el actor

  , acredite el interés
jurídico y legítimo, para promover el juicio de nulidad, en el

que se demuestre la capacidad para ser parte en el presente

procedimiento administrativo y que su actuación sea válida pues

debe reunir requisitos como, la capacidad de ser parte y la

capacidad procesal o también llamada legitimación de proceso.

Pues la capacidad para ser parte en un proceso, se identifica con

la llamada capacidad de goce, que es poder ser sujeto de

derechos y obligaciones, por lo que toda persona física o moral

posee y puede ser sujeto en la relación jurídico procesal.

La capacidad procesal o legitimación al proceso es la aptitud e

idoneidad para actuar en el proceso en el ejercicio de un derecho

propio o en representación de otro, que es el presupuesto

procesal al que la doctrina de la teoría general del proceso se

refiere como requisito para poder ejercer la acción.

Luego entonces, la parte actora para poder comparecer a
juicio era necesario que acreditara el interés legal y le
legitimación procesal, pues de esa manera aseguraría que

existe la persona y que sus actuaciones son válidas, lo
que en el presente caso no ocurrió.

Pues como se insiste, el acta de infracción con número de folio

, de fecha 25 de mayo de 2023, (que aquí se impugna),
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se desprende que fue impuesta al vehículo marca  con

número de placa o permiso   , sin

que se desprenda de los autos que el actor haya acreditado ser

el propietario del citado vehículo.

Siendo que conforme al artículo 13 de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, para intervenir en un

juicio admÍnistrativo es un requisito fundamental e indispensable

el acreditar el interés jurídico o legítimo para fundar su

pretensión, al señalar textualmente:

"ARTíCIJLO 13.- Sóto podrán intervenir en juicio quienes

tengan un interés jurídico o legítímo que funde su

pretensión. Tienen interés jurídico, los titulares de un

derecho subjetivo público; e interés legítimo quien alegue

que el acto reclamado viola sus derechos y con ello se

produce una afectación real y actual a su esfera jurídica,

ya sea de manera directa o en virtud de su especial

situación frente al orden jurídico."

Luego entonces, resulta evidenciado que dicha parte actora sí

carece de un interés legal para haber interpuesto la demanda

que hoy nos ocupa y que promueve por su propio derecho, pues

como se insiste se desprende que no acredito que sea poseedor

o propietario del vehículo citado.

INTERÉS LEGíTIMO E INTERÉS JURÍDICO. AMBOS

rÉnNmos TIENEN DIFERENTE CONNOTACION EN EL

]UrcIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DC IOS

diversos procesos de reformas y adiciones a la abrogada

Ley del Tribunal de lo Contencioso administrativo del

Distrito Federal, y del que dio lugar a la Ley en vigor, se
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desprende que el legislador ordinario en todo momento

tuvo presente las diferencias existentes entre el interés
jurídico y legítimo, lo cual se evidencia más en las

discusiones correspondientes a los procesos

legislativos, sic...De hecho uno de los principales

objetivos pretendidos con este último, fue precisamente

permitir el acceso a la justicia administrativa a aquellos

particulares afectados en su esfera jurídica por actos

administrativos (interés legítimo) no obstante

carecieran de la titularidad del derecho subjetivo

respectivo (interés jurídico), con la finalidad clara de

ampliar el número de gobernados que pudieran accesar

al procedimiento en defensa de sus intereses. Así el

interés jurídico tiene una connotación diversa al del

legítimo, pues mientras el primero requiere que se

acredite la afectación de un derecho subjetivo, el

segundo supone únicamente la existencia de un interés

cualificado respecto de la legalidad de los actos

impugnados, interés que proviene de la afectación a la

esfera jurídica del individuo, y sea directa o derivada de

su situación particular respecto del orden jurídico,

Registro: 785,377, Jurísprudencia, Materia

Ad m i n istrativa, sic...

Por lo que, se puede decir que el interés legítimo precisa una

legitimación procesal activa, llamada ad procesum, €S la
potestad legal para acudir a un Tribunal para solicitar el inicio

de tramitación de un juicio. Por lo que, si el demandante carece

de un interés legal y legitimación procesal para comparecer a

este Tribunal a demandar la nulidad de la infracción con número

de folio , de fecha 25 de mayo de 20237, emitida por

7 Exhibida en copia simple por la parte actora, visible a foja 08-A del expediente en el

que se actúa.
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 , AGENTE VIAL PIE TIERRA,

ADSCRITO A LA DIRECCIóN DE POLICÍA VIAL DE LA

SECRETARTA DE pRorEccróru y AUxrLro cruDADANo
DEL MUNICIPIO DE CUERNAVACA, MORELQS, por no contar

con la titularidad, lo que resulta insuficiente para poder

comparecer porque, no se desprende que aparezca como

poseedor o propietario del vehículo.

Cierto es que no cuenta con algún documento mediante el cual

acredite su personalidad, lo que conlleva a reiterar que carece

de un interés jurídico y legitimación en el juicio en que se actúa,

pues el artículo 43 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa

señala, que se requiere del documento idóneo con el que se

acredite la personalidad cuando en su caso se promueve en

nombre de otro o en su representación, al disponer

textualmente lo siguiente:

Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos:

ARTíCULO 43,- Et promovente deberá adjuntar su

demanda:

II.- El documento con el cual acredite su personalidad,

cuando promueva en nombre de otro o en representación

de una persona moral...

Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el artículo

3B fracción II de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de
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Morelos, lo procedente es decretar el sobreseimiento del

presente juicio.

La parte actora pretende que se declare la nulidad del acto

impugnado; sin embargo, âl haberse decretado el

sobreseimiento del juicio, este Tribunal está imposibilitado

jurídicamente para analizar en el fondo la demanda, así como

las pretensiones deducidas del juicio, siendo aplicable al caso

concreto por analogía, el criterio jurisprudencial que a

continuación se cita:

SOBRESETMTENTO, TMPTDE ENTRAR A ANALIZAR

EL ESTUDTO DE LAS CUESTTONES DE FONDO.

Cuando se acredita en el juicio de garantías cualquier

causa de improcedencia y se decreta el sobreseimiento,

no causa ningún agravio la sentencia que deja de

ocuparse de los argumentos tendientes a demostrar la

violación de garantías por los actos reclamados de las

autoridades responsables, lo que constituyen el problema

de fondo, porque aquella cuestión es de estudio

preferente. Tercer Tribunal Colegiado del Segundo

Circuito, 1028. Registro Núm. 7447; Novena Época;

Tribunales Colegiados de Circuito; Semanario Judicial de

la Federación y su Gaceta.Tomo XIV, Noviembre de 2007,

página 379.

Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se

RESUELVE:-
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PRIMERO.- Este Tribunal es competente para conocer y
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fallar el presente asunto; en los términos precisados en el

considerando I de la presente resolución.

- - - SEGUNDO.- Se decreta sobreseimiento del juicio conforme

a la fracción II del artículo 3B de la Ley de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, por haberse actuarizado ra causal de

improcedencia prevista en la fracción III er artícuro 37 de la Ley

de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

TERCERO.- NOTTFTQUESE pERSONALMENTE,

cúmplase y en su oportunidad, archívese el presente asunto

como total y definitivamente concluido.

Por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO
ARROYO CRUZ Titular de la Segunda Sala de Instrucción y

ponente en el presente asunto; MARIO eóMeZ tÛeeZ,
Secretario de Estudio y Cuenta habilitado en funciones de

Magistrado de la Primera Sala de Instrucción8; Magistrado Dr.

en D. JORGE ALBERTO ESTRADA CUEVAS, Titular de la
Tercera Sala de Instrucción; Magistrado MANUEL GARCÍA

QUINTANAR, Titular de la Cuarta Sala Especializada en

Responsabilidades Administrativas; Magistrado JOAQUÍN

ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, Titular de la Quinta Sala

Especializada en Responsabilidades Administrativas; en

términos del artículo 4, fracción I y artículo séptimo transitorio

I En términos del artículo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Morelos; 97 segundo párrafo del Reglamento Interior del Tribunal de
lusticia Administrativa del Estado de Morelos y al acuerdo PIJA/23/2022 aprobado en
la Sesión Extraordinaria número trece de fecha veintiuno de junio de dos mil veintidós.
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de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos prfitr.

Libertad" número 5514 ¿l

en el periódico oficial "Tierra y

de julio de 2017; ante ANABEL

ada
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SALGADO CAPISTRA ria General de Acuerdos, qu¡en

autor¡za y da fe,

'r'*-qåf

MAGI NTE

GUI O CRUZ

TITULAR DE LA SEGUNDA SALA DÈ r¡¡srnuccróN

--/

MARIO G

SECRETARIO DE ESTUDIO Y C ABILITADO EN

FUNCIONES DE MAGISTRADO RIMERA SALA DE

IN

DO

DR. E O ESTRADA CUEVAS

TITULAR DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCIóN

ISTRADO

MANUEL GARCÍA QUINTANAR

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS

PRESI

MAG

N
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MAGISTRA

JOAQUÍN ROQUE GO CEREZO

TITULAR DE LA QUINTA SA ESPECIALIZADA
EN RESPONSABILIDADES INISTRATIVAS

SE NERAL

ANABEL DO CAPISTRÁN

La presente hoja corresponde a la sentencia de fecha veintidós de noviembre del dos
mil veintitrés, emitida por el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado
de Morelos, dentro deljuicio de nulidad TJA/2aS/II , promovido por 

  , en contra
AGENTE VIAL PIE TIERRA, ADSCRITO LA DIRECCIóN DE POLICÍA VIAL DE
LA SECRETARIA DE P Y LI DADANO DEL MUNICIPIO DE

¡CUERNAVACA, MO
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